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	14 de febrero de 1973
	Sesión número
	3

	Motivo: Amparo

	Recurrente: LUIS FERNANDO PÉREZ MORAIS / POR AQUILINO PÉREZ MORAIS 

	Recurrido: MINISTRO DE GOBERNACIÓN Y DIRECTOR GENERAL DE LA GUARDIA DE ASISTENCIA RURAL

	Objeto del recurso: Alega el recurrente que mediante “concesión” otorgada por el Director General de la Guardia Rural - sin la concesión respectiva el Servicio Nacional de Electricidad, único organismo competente para ese efecto - Román Castro Figueres – sobrino del Presidente de la República - dispuso un sistema de irrigación mediante el cual succiona aguas del Río Nandayure. Que el Delegado Cantonal señor Díaz Cortés afirma que la “concesión” fue emanada del Director General de la Guardia de Asistencia Rural, por orden – vía oral – de su superior el Ministro de Gobernación. Que presentó carta – que no ha sido respondida -  al Director General de la Guardia de Asistencia Rural con copia al Ministro de Gobernación y al Departamento de Aguas del Servicio Nacional de Electricidad, solicitándole que revocara la “concesión”.

	Respuesta del recurrido: Informa el recurrido que no es cierto que haya dado autorización a CASTRO FIGUERES para que ocupe las aguas del Río Nandayure; ni podría hacerlo ya que esas son atribuciones exclusivas del Servicio Nacional de Electricidad. Que los actores no han demostrado que hubiera otorgado una concesión; sino que se trata de una autorización cursada por el propio Director General de la Guardia de Asistencia Rural, contra quien debió dirigirse el recurso establecido. Que el recurrente no agotó todos los recursos que normalmente podrían establecerse contra la medida por lo que resulta improcedente.

	Parte dispositiva
	Se rechaza de plano por no ser los hechos que se le atribuyen al señor Ministro de Gobernación materia de Amparo.  


N° 3
SESIÓN EXTRAORDINARIA DE CORTE INTERINA celebrada a las quince horas y treinta minutos del día catorce de febrero de mil novecientos setenta y tres, con asistencia de los señores Magistrados Arroyo, Presidente; Bejarano y Zavaleta.
Artículo Único
Se entró a conocer del recurso de Amparo establecido por el Licenciado Luis Fernando Pérez Morais a nombre de su hermano Aquilino Pérez Morais, en memorial presentado el 22 de enero último, contra el señor Ministro de Gobernación y el Director General de la Guardia de Asistencia Rural.- El recurrente alega: “HECHOS: 1.- En el mes de diciembre del año próximo pasado el Señor Román Castro Figueres dispuso un sistema de irrigación en el Distrito de Santa Rita Cantón de Nandayure Provincia de Guanacaste, mediante el cual, succiona aguas día y noche del Río Nandayure, con la “concesión” del señor Ministro de Gobernación a través del señor Director General de la Guardia Rural, pero sin la concesión respectiva el Servicio Nacional de Electricidad, único organismo competente para ese efecto.-
2.- El Río supradicho atraviesa la finca del Partido de Guanacaste número 20379 inscrita en el tomo 1841 folio 73 y 91 asiento 2 propiedad del aquí agraviado y cuyas aguas son utilizadas como abrevadero de sus hatos así como para usos domésticos, de tal suerte y en vista del sistema de irrigación dispuesto por el señor Castro Figueres y para evitar graves perjuicios a sus bienes, el aquí agraviado se comunicó con el señor Alexis Días Cortés Delegado Cantonal de Nandayure (Carmona) para que procediera conforme a sus atribuciones y paralizara el funcionamiento del sistema de irrigación mencionado, por las siguientes razones: a) Porque el citado señor Castro Figueres carecía y carece de la respectiva concesión del Servicio Nacional de Electricidad; b) Porque dicho Río es incapaz de soportar un sistema de irrigación por su bajo caudal; c) Porque si no  paralizaba el funcionamiento de la bomba supradicha, cabe la posibilidad de inhabilitar el río de por vida, con las consiguientes repercusiones económicas como son tener que llevar sus hatos a abrevar a otro río, la imposibilidad de utilización del agua para fines domésticos y la desvalorización del inmueble.-  En fin, todos estos detalles puso el aquí agraviado en conocimiento del señor Cortés Días Delegado Cantonal, a lo que este repuso que el señor Román Castro Figueres gozaba de la respectiva “concesión” de aprovechamiento de aguas emanada del Director General de la Guardia de Asistencia Rural señor Carlos Luis Fernández  Fallas, enseñándole a su vez, el telegrama y cuyo contenido era – cómicamente – la “concesión”-
3.- Efectivamente, el doce de enero de este año me presenté ante el Despacho del señor Director de la Guardia Rural quién me informó, que ciertamente, de él había emanado esa “concesión” por orden – vía oral – de su superior el Señor Ministro de Gobernación, enseñándome en ese mismo acto copia del telegrama y cuyo contenido era la “concesión” supradicha.-

4.- Ante esta situación presenté personalmente una carta (adjunto copia) al Señor Carlos Luis Fernández Fallas con copia al Señor Ministro de Gobernación y al Departamento de Aguas del Servicio Nacional de Electricidad, en la que le expuse la incompetencia de su Dirección para otorgar ese tipo de “concesión” sobre el aprovechamiento de aguas de un río, por ser materia reservada por Ley al Servicio Nacional de Electricidad, solicitándole a su vez, que se librara comunicación inmediata al Señor Díaz Cortés Delegado Cantonal, revocando el telegrama supradicho, es decir, la “concesión”.-
5.- Como último hecho de importancia y si se me permite la expresión, diré, que todo sigue como si nada.-  Ciertamente mi petición no fue oída, el Señor Castro Figueres prosiguió en su afán amparado a una “concesión”; inadmisible desde todo punto de vista y el agraviado, envióme el segundo y último telegrama, en que como el primero me comunicaba que la bomba de irrigación seguía funcionando (adjunto los dos telegramas originales).- DERECHO: El señor Ministro de Gobernación a través del Señor Director General de la Guardia Rural, arrógase atribuciones que no le competen y saltando por encima de la Constitución Política y de la ley, concede al sobrino del señor Presidente Don José Figueres, un permiso para el aprovechamiento de aguas de un río, así, como si se tratara de un asunto de propiedad privada (véase en lo conducente el artículo 121 inciso 14 de nuestra Carta Magna y al que por su importancia nos referiremos posteriormente).-


Por otra parte, dispone el artículo 11 de nuestra Carta Magna que “Los Funcionarios públicos son simples depositarios de la autoridad y no pueden arrogarse facultades que la ley no les concede.  Deben prestar juramento de observar y cumplir esta Constitución y las leyes”.-  La violación del artículo pre dicho es tan evidente que casi no requiere comentarios, ya que, el señor Ministro de Gobernación y el señor Director de la Guardia Rural al otorgar la “concesión” en cuestión, observaron y cumplieron las disposiciones relativas al aprovechamiento de aguas de dominio público? No. Se arrogaron facultades como si ellos mismos fueran el Servicio Nacional de Electricidad.- Dónde queda entonces el Juramento Constitucional (Artículo 194 de la Constitución Política) que deben prestar los funcionarios públicos de observar y cumplir la Carta Magna y las leyes? Por ello, cuando un funcionario público, ya sea que obre por sí o en cumplimiento de órdenes superiores, se sale del marco de sus atribuciones se transforma en una especie de debilidad de niño, al que hay que decirle que desenvuelva su conducta dentro del marco de la ley o se conforme a ella, de lo contrario se expone a la correlativa sanción.-  Es del caso, que me presenté personalmente ante Don Carlos Luis Fernández Fallas para cerciorarlo de que estaba en un error al otorgar, la Dirección General de la Guardia Rural a su cargo, ese tipo de “concesión” sin asidero constitucional ni legislativo, a lo que me replicó que la orden de permitir a Román Castro Figueres montar un sistema de irrigación en el río Nandayure, había emanado de su Superior el Señor Ministro de Gobernación y verdaderamente enseñóme el telegrama en el cual se ordenaba al señor Alexis Díaz Cortés Delegado Cantonal de Nandayure, que permitiera al señor Castro Figueres explotar aguas del Rio mencionado en la finca Santa Rita, pues el mismo gozaba de permiso por parte del Ministerio de Gobernación.-  Y aquí aludo al telegrama enviado el 15 de diciembre del año pasado por Don Carlos Luis Fernández al señor Alexis Díaz Cortés Delegado Cantonal de aquella localidad.-  Si el asunto se montó totalmente al margen de la Ley no resulta difícil imaginarse una llamada telefónica, por parte del Señor Ministro al Señor Director General de la Guardia Rural, incapaz, eventualmente, de comprometer.

Nótese Señores Magistrados, como resulta de fácil para funcionarios públicos de alto rango y simples depositarios de poder, actuar como amos en los lugares más despoblados del país y violando los más elementales principios ético-jurídicos consagrados por nuestra Magna Carta y la ley respectiva, sin dudar, siquiera, si es más importante el interés de un particular o guardar para sus con-nacionales las riquezas de la tierra para satisfacciones generales, como  lo es entre otras el agua, tan importante en aquella zona de azotada por la sequía.-


Por otra parte, el artículo 27 de nuestra Carta Magna dispone que a cualquier ciudadano se le garantiza libertad de petición ante cualquier funcionario público o entidad oficial y prescribe, asimismo, el derecho que tienen los mismos a una pronta resolución.-  Y el señor Ministro de Gobernación y el señor director General de la Guardia Rural oyeron las justas peticiones del agraviado y las mías? No, véase la carta fechada el doce de enero de este año enviada por el suscrito a los funcionarios supradichos y ante la cual adoptaron la sordomudez.-  Para complementar lo anteriormente expuesto, el artículo 33 de la Carta Magna dispone, que todos somos iguales ante la ley y que es prohibida la discriminación contraria a la dignidad humana, de tal suerte que si cierto sujeto se apellida Castro Figueres y es además sobrino del señor Presidente de la República don José Figueres y un Ministro, simple depositario de poder, se transforma en Servicio Nacional de Electricidad para favorecer no intereses generales sino particulares y guarda silencio – entre más tiempo mejor – ante la justa petición de un ciudadano no se está incurriendo en la violación del artículo supradicho?

Además, al otorgar la mencionada “concesión” tanto el Señor Ministro de Gobernación como el Director General de la Guardia Rural se atribuyeron facultades reservadas por la Constitución y la ley, al Servicio Nacional de Electricidad, de tal manera que dichos funcionarios al conceder dicho permiso para explotar las aguas de un río, automáticamente devenían en incompetentes por razón del ente, de los fines y de la materia.-  Y es aquí donde caemos en lo dispuesto por el artículo 121 inciso 14 y que para lo que interesa dice que “Los bienes mencionados en los apartes a.- (las fuerzas y las aguas del dominio público) … sólo podrán ser explotados por la Administración Pública o por particulares, de acuerdo con la ley o mediante concesión especial otorgada…y con arreglo a las condiciones y estipulaciones que establezca la Asamblea Legislativa”.-  De tal suerte, que quien quiera explotar aguas de dominio público debe proceder previamente de conformidad con la Ley de Aguas número 276 del 27 de agosto de 1942 reformada por Ley número 2332 del 9 de abril de 1959.-  A mayor abultamiento, el único organismo competente para la regulación de las aguas del dominio público es el Servicio Nacional de Electricidad de conformidad con los artículos 1 fracción IV, 17, 176 y 178 de la Ley de Aguas precitada y no el Señor Ministro de Gobernación a través del Señor Director de la Guardia Rural.-

Nótese Señores Magistrados la ilegal intervención del señor Ministro de Gobernación y del Señor Director de la Guardia Rural al regular una materia ajena a sus fines y encomendada por la Constitución y la ley respectiva al Servicio Nacional de Electricidad; o es que acaso existe alguna norma jurídica que le dé al titular de esa Cartera y a través de la Dirección General de la Guardia Rural, potestades para ordenar el aprovechamiento de aguas de un río? O es que acaso el Ministerio de Gobernación a través de la Dirección General de la Guardia de Asistencia Rural nacieron para hacer tal tipo de concesiones relativa a aguas de dominio público y en este caso, en qué posición queda el particular cometido del Servicio Nacional de Electricidad?

En consecuencia y en virtud de los artículos 11, 27, 33, 41, 48 párrafo 3, 121 inciso 14, 129, 153 y 154 de la Carta Magna; 1 fracción IV, 17, 176 y 178 de la Ley de Aguas número 276 del 27 de agosto de 1942 reformada por Ley número 2332 del 9 de abril de 1959; 1, 2, 4, 5 párrafo 2, 6 párrafo 1, 7, 8, 10, 11 incisos a) y c) párrafo 2, 12, 13, 15 y 16 de la Ley de Amparo número 1161 del 2 de junio de 1950 reformada por Ley número 1495 del 9 de agosto de 1952, respetuosamente solicito:

 1.- Que se ordene la inmediata revocación de la orden o telegrama fechado el 15 de diciembre del año pasado, que concedió permiso a Román Castro Figueres para explotar aguas del Río Nandayure, emanado del señor Ministro de Gobernación a través del señor director General de la Guardia Rural y enviado al señor Alexis Díaz Cortés Delegado Cantonal de Nandayure (Carmona), por cuanto dicha “concesión” no compete a ese Ministerio y para evitar daños irreparables al aquí agraviado, como son la inhabilitación de por vida del Río Nandayure con los consiguientes perjuicios económicos como: la desvalorización del inmueble, la desecación de los pozos para usos domésticos, la imposibilidad de agraviado de trasladar sus hatos a otro inmueble par abrevar, por carecer de otro inmueble para ello.-
2.- Que se restituya al agraviado en el pleno goce de sus derechos, restableciendo las cosas al estado que tenían antes de la violación, ordenando el lanzamiento del sistema de irrigación montado por el señor Castro Figueres, por carecer el mismo de la respectiva concesión del Servicio Nacional de Electricidad y para evitar más burlas a la Constitución y a la ley respectiva.-
3.- Que en la sentencia correspondiente se ordene al Ministro de Gobernación, Policía, Justicia y Gracia señor Carlos Manuel Vicente Castro y al Director General de la Guardia Rural señor Carlos Luis Fernández Fallas a proceder de conformidad con las Leyes de la República, previniéndoles las sanciones correspondientes a las que pueden hacerse acreedores.”

El señor Aquilino Pérez Morais, en memorial presentado el veintinueve del mismo mes, ratifica la demanda de amparo establecida por su hermano y a la vez agrega: “1) De conformidad con el inciso d) del artículo 3 de la ley de Amparo vigente, la demanda de amparo no procede cuando no se agotaren los recursos que la ley establece contra las resoluciones de funcionarios o entidades, “…salvo que no se resolvieren dichos recursos dentro de los quince días siguientes a su interposición”.- Ahora bien, si la carta presentada el doce de enero de este año (en autos consta copia) puede conceptuarse como un recurso de queja ante el señor Director de la Guardia Rural, lo mismo da que con la misma se hubieran o no agotado los recursos correspondientes, porque al carecer el acto reclamado de fundamento jurídico, resulta imposible impugnarlo en la debida forma.-  En ese sentido se pronuncia don Ignacio Burgoa cuando dice “… que la obligación del agraviado para promover los recursos o medios de defensa legales contra el acto de autoridad que lo afecte, antes de interponer el amparo, sólo es operante cuando aquellos se instituyan en el ordenamiento que debe regir a dicho acto” (BURGOA, Ignacio: El Juicio de Amparo. Ed. Porrúa S.A., México, 1968, página 291).- Igualmente dice el Licenciado Pallarés que “…no teniendo el acto reclamado ni fundamentos legales ni reglamentarios, no puede ser impugnado debidamente por el quejoso, ni menos interponer en contra de él, recurso alguno previsto por una ley…” (PALLARES, Eduardo: Diccionario Teórico Práctico del Juicio de Amparo. Ed. Porrúa S.A., México, 1967, página 18).- Cabe agregar, que la carta en mención aún no ha sido resuelta, la cual puede considerarse ya recurso de queja ya de reconsideración.-
2) El inciso e) del artículo supradicho dispone que el Recurso de Amparo no procede cuando el agraviado consintió expresa o presuntamente el acto reclamado, por demás “Se entenderá que ha habido consentimiento cuando hubieren transcurrido más de ocho días naturales desde que cesó la violación o amenaza de violación…”.-  Si bien es cierto que el sistema de irrigación se montó a mediados del mes de diciembre del año pasado, la violación no ha cesado, muy por el contrario la misma se ha tornado constantemente presente.-  Al respecto nos dice Burgoa que “El acto reclamado tiene como consecuencia inmediata la causación de una violación…La violación o violaciones, son, pues, los efectos del acto reclamado.-  Entonces, cuando ha cesado la violación, cuando ha desaparecido la contravención, por haberlas reparado, por ejemplo, las propias autoridades responsables, el amparo deja de tener razón de ser, ya que perseguiría algo que ya estaría logrado; la reparación de la infracción… Esta observación se justifica si se toma en cuenta que la referida cesación debe equivaler al restablecimiento de las cosas al estado en que se encontraban antes de la violación, por lo que, si ésta no se realiza cabalmente, no puede afirmarse que los efectos de los actos combatidos hayan dejado de producirse en su integridad” (ibídem, página 461).-  El Licenciado Pallarés va aún más lejos cuando dice que la demanda de amparo “No puede estar sujeta a condición ni a plazo, sino que debe ser pura y simple” (Ibídem,  página 78) y que “1…los amparos agrarios (referentes a tierras y aguas) pueden iniciarse en cualquier tiempo, y no es obligatorio hacerlo dentro de los quince días siguientes (como dispone la lay mejicana) a la ejecución del acto reclamado como en los demás amparos” (Ibídem, página 21).-  Lo escrito entre paréntesis en la cita es mío.-  El pensar del Licenciado Pallarés es aceptable por la índole de los bienes que están en juego como en el presente caso: el agua que de conformidad con el artículo 121 inciso 14) de la Ley Fundamental y la Ley de Aguas respectiva, es de dominio público, lo que requiere una estricta vigilancia de autoridades responsables en lo que se refiere a su explotación.-  complemente lo anteriormente expuesto los artículos 384 y 261 y siguientes del Código Civil y lo escrito por don Alberto Brenes Córdoba en el Cap. IX.- De algunas propiedades especiales ( Véase BRENES CORDOBA, Alberto: Tratado de los bienes, Ed. Costa Rica. San José 1963).-
3.- El Recurso de Amparo – dispone el artículo 4 de la Ley de Amparo vigente – procede contra cualquier autoridad, funcionario o empleado que obre por sí o en cumplimiento de órdenes superiores.-


En este caso el recurso se entiende establecido también contra el Superior.- Por ello, la presente acción de amparo debe tenerse como incoada tanto contra el Señor Ministro de Gobernación como contra el Señor Director de la Guardia Rural, por haber actuado ambos tanto conjunta como separadamente en el montaje ilegal de la bomba de irrigación, lo que demostraré con la prueba que oportunamente solicitaré.- Por esto debe hacerse caso omiso de la presunta llamada telefónica señalada en la línea 29 y 30 del folio 2 vuelto del escrito inicial fechado y presentado el 22 de enero de este año.-

4.- La solicitud número uno que consta en el folio 4 frente del escrito inicial supradicho, debe entenderse en el sentido de que se libre directa e inmediatamente un telegrama al Delegado Cantonal de Nandayure (Carmona) señor Alexis Díaz Cortés, ordenándole que suspenda en forma definitiva el sistema de irrigación, no sólo para evitar los perjuicios ahí consignados, sino para evitar que los vecinos afectados del lugar, hastiado por tan grosera y ostensible violación, hagan justicia por su propia cuenta.-

5.- La solicitud número Dos que consta en el folio 4 frente debe entenderse en el sentido de que ordenado el desalojo, se destaquen en el lugar de los hechos, dos o tres Guardias Rurales y repelan la fuerza con la fuerza, de lo contrario surge la posibilidad de que continúen las violaciones a textos constitucionales y legislativos.”


Mediante resolución de las siete horas del treinta de enero último, esta Corte solicitó informe al señor Ministro de Gobernación, y este alto funcionario lo contestó en los siguientes términos: “En cuanto a la concesión impugnada: 1°) No es cierto, como lo afirman los recurrentes, que el suscrito haya dado autorización al señor ROMAN CASTRO FIGUERES para que ocupe las aguas del Río Nandayure para que, por el sistema de bombeo, irrigue los terrenos que arrienda en esas latitudes.-  No podría hacerlo, porque perfectamente conozco que, de acuerdo con las disposiciones de la Ley de Aguas N° 276 de 27 de agosto de 1942 y sus posteriores reformas, esas son atribuciones exclusivas del Servicio Nacional de Electricidad.-

Los actores, en el presente recurso, no han demostrado, por ninguno de los medios probatorios fehacientes que brinda nuestro ordenamiento jurídico, que el suscrito hubiera otorgado una concesión que sale de mis atribuciones legales.-  Y aunque parezca inelegante expresarlo, han falseado lastimosamente la realidad de los hechos, con historias poco dignas de crédito.-

2°)  Por otra parte, la autorización para los trabajos de riego que se impugnan, según se afirma en autos, fue cursada por el propio Director General de la Guardia de Asistencia Rural.-  Si el indicado funcionario fue quien autorizó un acto que estaba fuera de sus atribuciones legales, lo hizo con entera independencia, como parece, el recurso de Amparo establecido, debió dirigirse, única y exclusivamente contra él y no hacerse extensivo a mi persona, que no tengo vela en este entierro.-

DEFECTOS DE QUE ADOLECE EL RECURSO ESTABLECIDO.

De conformidad con la Ley Orgánica de la Guardia de Asistencia Rural N°. 4639 de 15 de setiembre de 1970 y sus posteriores reformas, en su artículo 13, el titular de esa dependencia, es subordinado directo del suscrito.-  Y si los señores recurrentes se sintieron afectados, por una medida cuya paternidad le es atribuible únicamente a dicho funcionario, lo lógico y normal, procesalmente hablando, es que hubieran interpuesto el correspondiente recurso de apelación para que su superior inmediato, que es el Ministro de Gobernación, revisara y rectificara cualquier intervención o actuación que no estuviera ajustada a derecho.-  el cumplimiento de tal requisito resultaba de obligado acatamiento, con asidero en las disposiciones  de la Ley N° 52 del 13 de julio de 1889, artículo 31 de la Ley Reguladora de la Jurisdicción Contencioso Administrativa y artículo 3, inciso d) de la Ley de Amparo.-

Al no agotarse todos los recursos que normalmente podrían establecerse, contra la medida derivada del Director General de la Guardia, resulta improcedente y así solicito con todo respeto a los señores Magistrados, el recurso de Amparo establecido en mi contra.-
AUSENCIA DE PRUEBA QUE DEMUESTRE LO QUE SE ME IMPUTA.


Los documentos que aportan los recurrentes, así como los demás elementos de convicción en cuyas oficinas o dependencias indican se soliciten las respectivas certificaciones, no demuestran, por ningún lado, que de mi despacho se haya emanado orden para el Director de la Guardia Rural o para el Delegado Cantonal de Nandayure, para que procedieran como lo hicieron.-  Ello me exonera de la responsabilidad que me achacan los señores Pérez Morais.-  Es más, conforme se desprende de la fotocopia que adjunto, el Director General de la Guardia de Asistencia Rural, mediante telegrama que le giró al Delegado Cantonal de Nandayure, el 30 de enero retro próximo, le ordena dejar sin efecto alguno la autorización que él concedió al señor Castro Figueres. Por esta razón, el recurso establecido ha perdido interés.

Señores Magistrados, con el respeto a que todos son merecedores, les solicito rechazar, en todos sus extremos, la demanda establecida en mi contra y ordenar el archivo del expediente incoado al efecto.-  El incumplimiento de los requisitos preestablecidos en el inciso d) del artículo ya citado, así lo amerita.”


Discutido ampliamente el caso se acordó, no obstante la contestación extemporánea del presente recurso, rechazarlo por no ser los hechos que se le atribuyen al señor Ministro de Gobernación materia de Amparo.-  Efectivamente, por disposición del artículo 2° de la Ley N° 1161 de 2 de junio de 1950 (Ley de Amparo), el recurso se da para mantener o restablecer el goce de los derechos consagrados en la Constitución Política y en consecuencia procede contra toda disposición, acto o resolución, y en general, contra toda actuación u omisión que haya violado o amenace violar cualquier de esos derechos.-  La autorización otorgada, en el caso que nos ocupa, para aprovechar, sin concesión del Servicio Nacional de Electricidad, las aguas del Río Nandayure para un sistema de riego en el distrito de Santa Rita de ese cantón, no implica violación a derecho alguno que la Constitución acuerda a favor de las personas, no empece que pueda ser violatoria de otras disposiciones también de rango constitucional.-  La decisión de la Asamblea Legislativa – acordada en uso de las facultades que le otorga el inciso 14 del artículo 121 de la Constitución Política, de conceder – por Ley N° 276 de 27 de agosto de 1942 y sus posteriores reformas – al Servicio Nacional de Electricidad, la facultad exclusiva de autorizar el aprovechamiento de las aguas de dominio público, así como las de disponer y resolver sobre el dominio, aprovechamiento, utilización, gobierno y vigilancia de esos bienes, no importa un derecho constitucional de los particulares para que sea esa entidad y no otra la que otorgue la concesión respectiva, sino una regla de competencia establecida por la legislación ordinaria que el interesado, de estar legitimado para ello, puede hacer efectiva en la vía y forma pertinentes. 

